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III.    Otras disposiciones

MINISTERIO 
DE ASUNTOS EXTERIORES 

Y DE COOPERACIÓN
 6573 RESOLUCIÓN de 6 de marzo de 2007, de la Presidencia de 

la Agencia Española de Cooperación Internacional, por la 
que se modifican las becas de la convocatoria complemen-
taria a la LIX convocatoria general de los programas de 
«Becas MAEC-AECI» para ciudadanos extranjeros y espa-
ñoles para el curso académico 2006-2007.

Mediante Resolución de la Presidencia de la Agencia Española de 
Cooperación Internacional de fecha 10 de agosto de 2006, se concedieron 
becas de la convocatoria complementaria a la LIX convocatoria general 
de los programas de «Becas MAEC-AECI» para ciudadanos extranjeros y 
españoles para el curso académico 2006-2007 (Resolución de 30 de junio 
de 2006, «BOE» núm. 166, de 13 de julio de 2006). Habiéndose producido 
circunstancias que aconsejan determinadas modificaciones, a propuesta 
de la Comisión de Evaluación reunida al efecto,

Esta Presidencia de la AECI ha resuelto:

Primero.–Ampliar con cargo al concepto presupuestario 143 A 486.02 
las fechas de la beca concedida al becario del Programa II-A, González 
Rodríguez, Andrés, nacional de Cuba, para hacerla coincidir con sus estu-
dios por el período: 01-01-2007/30-09-2007 (fechas iniciales: 01-01-2007/31-
05-2007).

La dotación económica de esta beca, de acuerdo a las bases de la 
citada convocatoria consiste en 1.200,00 euros mensuales; un seguro 
médico no farmacéutico, durante el período de vigencia de la beca, por un 
importe de 19,00 euros por mes y una ayuda de viaje por un importe 
de 1.600,00 euros.

Segundo.–Ampliar con cargo al concepto presupuestario 143 A 486.02 
las fechas de la beca concedida a los dos becarios del Programa II-B, Eye-
gue Mangue, Donaciano Francisco y Obama Bilogo, Ana María,, ambos de 
Guinea Ecuatorial, para hacerlas coincidir con sus estudios por el 
período: 01-10-2006/30-06-2007 (fechas iniciales: 01-10-2006/31-03-2007).

La dotación económica de estas becas, de acuerdo a las bases de la 
citada convocatoria consiste en 1.200,00 euros mensuales; un seguro 
médico no farmacéutico, durante el período de vigencia de la beca, por un 
importe de 19,00 euros por mes y una ayuda de viaje por un importe 
de 1.600,00 euros.

Tercero.–Conceder con cargo al concepto presupuestario 143 A 486.02 
una ayuda de matrícula por un importe no superior a 2.000,00 euros, a los 
becarios del Programa II-A, a Rocabado Calilzaya, Guillermo Omar, de 
Bolivia y a Morales López, Julio Ulises, de México.

Todas estas modificaciones no suponen incremento económico en el 
expediente de gasto aprobado con anterioridad por la Renuncia de doña 
Carmen Lila Do Sacramento Dos Santos (Angola).

Cuarto.–Ordenar la publicación en el «BOE» de las becas reconocidas 
en esta Resolución en los términos previstos por citada Orden Ministerial 
de AECI/1098/2006 de 11 de abril de 2006.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
según lo establecido por la disposición adicional decimoquinta de la 
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, se podrá interponer potestativa-
mente recurso de reposición en el plazo de un mes desde el día siguiente 
a su notificación, de acuerdo con lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, en la redacción dada por la 
Ley 4/1999, de 13 de enero, o recurso contencioso-administrativo ante 
la Audiencia Nacional conforme a la Ley 29/1998, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, no pudiendo 
interponerse simultáneamente ambos recursos.

Madrid, 6 de marzo de 2007.–La Presidenta de la Agencia Española de 
Cooperación Internacional, P. D. (Resolución de 29 de diciembre de 2000), 
el Secretario de la Agencia Española de Cooperación Internacional, Juan 
Pablo de Laiglesia y González de Peredo. 

MINISTERIO DE JUSTICIA
 6574 RESOLUCIÓN de 23 de noviembre de 2006, de la Direc-

ción General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra acuerdo dictado por la Juez Encargada 
del Registro Civil Central, en el expediente sobre inscrip-
ción de capitulaciones matrimoniales.

En las actuaciones sobre inscripción de capitulaciones matrimoniales 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
los promotores contra acuerdo de la Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

Hechos

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de P. el 5 de octubre 
de 2004, doña A., de nacionalidad española y don K., de nacionalidad 
pakistaní, solicitaron que se practicara por el Registro Civil Central, la 
correspondiente anotación marginal de capitulaciones matrimoniales en 
su inscripción de matrimonio practicada en el Registro Civil de I. (Pakis-
tán). Presentaron la siguiente documentación: documentos de identidad 
de ambos promotores, certificado de matrimonio y copia del acuerdo 
prenupcial otorgado en K. (Pakistán) el 23 de octubre de 2002.

2. Remitida la anterior documentación al Registro Civil Central, se 
requirió a la interesada para que presentara los documentos originales de 
sus capitulaciones, presentando dicho documento en el que se indicaba la 
fecha que fue otorgado.

3. La Juez Encargada del Registro Civil Central dictó acuerdo con 
fecha 1 de marzo de 2005, denegando inscribir como capitulaciones matri-
moniales el acuerdo realizado en Karachi el 23 de octubre de 2002, ya que 
era un documento que no estaba legalizado, no reuniendo los requisitos 
que establecía el artículo 1327 del Código civil, no pudiéndose dar por 
válido ni entender como capitulaciones, aconsejándose, en su caso reali-
zarlas en escritura.

4. Notificada la anterior resolución al Ministerio Fiscal y a los pro-
motores, éstos interpusieron recurso, alegando que el contrato de capitu-
laciones suscrito ente los mismos lleva unos sellos que indican «Notori-
zado para ser efectivo en todos los continentes fuera de Pakistán bajo 
leyes internacionales»; que su matrimonio ha sido coránico, y no genera 
ninguna comunidad de bienes o ganancias entre los esposos, mante-
niendo separados los patrimonios de ambos, por lo que el contrato prema-
trimonial fue suscrito para que tuviera validez en España, siendo condi-
ción indispensable impuesta por la promotora para casarse con el 
ciudadano pakistaní.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, 
que interesó la confirmación del acuerdo recurrido por sus fundamentos. 
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La Juez Encargada remitió las actuaciones a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, informando que no habían sido desvirtuados 
los razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución, por lo 
que debía confirmarse la misma.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 9.2, 9.3, 10, 11, 1216, 1217, 1218, 1280, 1315, 1325 
y 1333 del Código Civil; 15, 23, 26, 27, 76 y 77 de la Ley del Registro Civil; 1 
y 17 bis de la Ley del Notariado; 323 y 517 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 
80, 81, 85, 263, 264, 265 y 266 del Reglamento del Registro Civil; los Regla-
mentos (CE) del Parlamento Europeo 44/2001, de 22 de diciembre de 2000 
y 805/2004, de 21 de abril de 2004; la Resolución del Parlamento Europeo de 
23 de marzo de 2006; las Resoluciones de esta Dirección General de 20 de 
septiembre de 1995 y 19-4.ª de junio de 2003 y 8-3.ª de enero de 2004 (estado 
civil) y 11 de junio de 1999, 7 de febrero de 2005, 20 de mayo de 2005, 4 de 
julio de 2005 y 23 de mayo de 2006 (recursos gubernativos), entre otras; y la 
Instrucción de este Centro Directivo de 20 de marzo de 2006 y Resolución 
de 25-5.ª de septiembre de 2006.

II. Se ha intentado por estas actuaciones que tenga acceso al Regis-
tro Civil un documento calificado de «acuerdo prenupcial» firmado el 23 
de octubre de 2002 en Karachi (Pakistán) por unos contrayentes, él de 
nacionalidad pakistaní, y ella de nacionalidad española, ambos con resi-
dencia habitual en Pakistán en el momento de la firma del documento, el 
cual aparece extendido en dos folios de papel oficial, timbrado, y en el 
que figuran dos sellos con la siguientes leyenda: «Notarizado para ser 
efectivo en todos los continentes fuera de Pakistán bajo leyes internacio-
nales» seguido de la rúbrica de M., Notario público. Con la misma fecha 
23 de octubre de 2002 se celebró el matrimonio, en forma coránica, cau-
sando la correspondiente inscripción por trascripción del oportuno certi-
ficado del Registro local en el Registro Civil Consular de España en Isla-
mabad (Pakistán). En el citado acuerdo prenupcial los contrayentes 
convienen que su régimen económico matrimonial será el de separación 
de bienes. Dicho convenio, redactado en lengua inglesa y acompañado de 
la correspondiente traducción oficial al idioma español, y sin legalizar, se 
presenta en el Registro Civil español competente, en este caso en el Regis-
tro Civil Central, a fin de obtener su constancia tabular mediante la indi-
cación correspondiente al margen de la inscripción del matrimonio al 
amparo de lo previsto en el artículo 77-I de la Ley del Registro Civil, con-
forme al cual «Al margen también de la inscripción del matrimonio podrá 
hacerse indicación de la existencia de pactos, resoluciones judiciales y 
demás hechos que modifiquen el régimen económico de la sociedad con-
yugal».

III. La Encargada del Registro Civil Central deniega la práctica de la 
indicación solicitada porque «el documento realizado por los promotores 
en K., documento que no está legalizado, no reúne los requisitos generales 
que establece el artículo 1327 del Código civil», el cual exige para la vali-
dez de las capitulaciones matrimoniales su formalización en escritura 
pública.

IV. Las capitulaciones matrimoniales son un contrato accesorio del 
matrimonio que tiene por fin fijar un régimen económico del consorcio 
conyugal distinto del legal, siendo aquél y no éste el objeto de la publici-
dad que brinda el Registro Civil. Partiendo de esta caracterización con-
tractual de las capitulaciones, la cuestión planteada en el presente 
recurso consiste en determinar si el título formal para la práctica del 
correspondiente asiento registral de indicación (cfr. art. 77 L.R.C.) puede 
estar integrado por el documento descrito en el anterior fundamento de 
Derecho II de esta resolución. Esto es, la cuestión gira en torno a la vali-
dez formal de dicho título y su aptitud para provocar el acceso registral de 
los pactos capitulares que contiene. Se trata, pues, de una cuestión que ha 
de ser abordada desde la perspectiva de la eficacia extraterritorial de los 
documentos extranjeros.

V. En nuestro Ordenamiento jurídico, el artículo 11 del Código civil 
favorece la validez formal de las capitulaciones matrimoniales adoptando 
un sistema de puntos de conexión alternativos, de manera que la falta de 
reconocimiento de validez formal del acto o negocio jurídico no se dará 
sino cuando dicha validez sea rechazada conjuntamente por todos las 
leyes llamadas por los citados puntos de conexión alternativos, esto es, la 
ley del lugar en que se otorguen, la ley aplicable al contenido, la ley perso-
nal del disponente o la común de los otorgantes. Basta que una sola de 
estas leyes admita la validez formal del acto o contrato para que tal vali-
dez sea reconocida a los efectos de nuestro Ordenamiento jurídico.

No obstante, cuando la Ley aplicable al fondo de las capitulaciones, 
determinada con arreglo a lo dispuesto por el artículo 9 n.º 3 del Código 
civil, exige una forma jurídica «ad solemnitatem», como sucede con el 
Derecho español que exige para tales pactos capitulares escritura pública 
bajo sanción de nulidad (cfr. arts. 1327 y 1280 n.º 3 del Código civil), tal 
forma ha de ser observada por exigencias del párrafo segundo del artículo 
11 del Código, de manera que en tales casos la llamada «lex causae» 
impone una unidad de régimen entre el fondo y la forma, como ha desta-
cado nuestra más autorizada doctrina internacionalista (vid. también 

Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de junio de 1977). El planteamiento 
anterior conduce a la necesidad de despejar como cuestión previa la de 
determinar cuál ha de ser la ley aplicable a la regulación del contenido o 
fondo del acto o contrato, pues en función de que sea una u otra, podrá 
quedar predeterminada la aplicación de la «lex causae» también a la vali-
dez formal de aquellos conforme al párrafo segundo del citado artículo 11 
del Código civil.

VI. Pues bien, el singular planteamiento de la cuestión respecto de 
las capitulaciones matrimoniales hecha por el artículo 9 n.º 3 del Código 
civil, enfocado no a determinar una ley aplicable, sino a señalar las distin-
tas leyes que pueden ser empleadas como parámetros de validez de las 
capitulaciones, supone que, a los efectos del artículo 11 n.º 2, pueden ser 
varias las leyes que reconozcan dicha validez de fondo, cuyo régimen 
sobre imposición o no de determinadas formalidades puede divergir. En 
tal caso, se hace preciso determinar selectivamente cuál de las leyes con-
currentes reclamadas por cualquiera de los puntos de conexión alternati-
vos del citado precepto rige el fondo de las capitulaciones a efectos de 
determinar la exigibilidad o no de formalidades impuestas con carácter 
«ad solemnitatem».

La doctrina más autorizada apunta como guía de solución el criterio 
«favor validitatis» que impregna el artículo 11 del Código civil en materia 
de forma de los actos y contratos, lo que inclinaría a acoger como princi-
pio de elucidación del tema el de entender que la ley rectora del fondo de 
las capitulaciones ha de ser la menos exigente en cuanto a las formalida-
des extrínsecas de las capitulaciones, en este caso la menos formalista 
entre la ley española y la pakistaní. Pero en este caso no se cuestiona por 
el recurrente la exigibilidad de escritura pública como condición de vali-
dez de las capitulaciones y de aptitud para acceder a la publicidad regis-
tral, sino que se discute sobre la condición de tal del documento califi-
cado, que es negada por la Encargada. La cuestión queda, pues, centrada 
en el ámbito de la protección del tráfico jurídico externo y en la eficacia 
registral de los documentos extranjeros.

VII. Para analizar la cuestión desde la perspectiva citada, hay que 
partir del principio de legalidad, básico de nuestro sistema registral civil, 
por la especial trascendencia de efectos derivados de los asientos del 
Registro (que gozan de la presunción de exactitud y validez y se hallan 
bajo la salvaguardia jurisdiccional –artículos 2, 3 y 4 de la Ley del Registro 
Civil–), que están fundados, entre otros extremos, en una rigurosa selec-
ción de los títulos inscribibles sometidos a la calificación del Encargado 
(cfr. art. 27 de la Ley del Registro Civil), lo que en determinadas materias, 
como es el caso de las capitulaciones matrimoniales, se traduce en la 
exigencia de documento público o auténtico para que pueda practicarse 
la inscripción en los libros registrales (cfr. artículos 1327 del Código civil 
y 77 de la Ley del Registro Civil).

Ahora bien, si la determinación acerca de cuándo un documento espa-
ñol reúne las condiciones necesarias para ser calificado como público o 
auténtico no presenta dificultades a la vista de la definición contenida en 
el artículo 1216 del Código Civil, la cuestión se complica cuando se trata 
de un documento extranjero. Desde luego este documento habrá de tener 
en España fuerza con arreglo a las Leyes (cfr. artículos 81 del Reglamento 
del Registro Civil, 4 de la Ley Hipotecaria y 36 del Reglamento Hipoteca-
rio), por haberse observado en su otorgamiento las formas y solemnida-
des establecidas en el país correspondiente, pero esta primera aproxima-
ción no resuelve totalmente el problema planteado porque se trata aquí de 
determinar, en función de la exigencia de documentación pública para la 
inscripción de las capitulaciones matrimoniales en el Registro Civil espa-
ñol, cuándo un documento extranjero puede ser calificado como título 
público, y pueda así tener acceso al Registro Civil.

Desde esta perspectiva, no resulta suficiente intentar resolver el pro-
blema por aplicación de los reglas que contiene el artículo 11 del Código 
Civil respecto de la forma de los actos y contratos, porque este artículo 
resuelve únicamente cuestiones en torno a la validez de las distintas for-
mas en el ámbito del Derecho Internacional Privado, en armonía, por 
cierto, con el principio general de libertad de forma para los contratos en 
nuestro Derecho interno (cfr. artículos 1278 y ss. del Código Civil), mien-
tras que aquí, como antes se ha apuntado, no se trata sólo de la cuestión 
de la validez de las capitulaciones, sino concurrentemente de otra adicio-
nal, cual es la relativa a la aptitud de un documento extranjero para acce-
der al Registro Civil español. Para resolver este último problema, es el 
artículo 12.1 del Código Civil el que debe tenerse presente, conforme al 
cual «la calificación para determinar la norma de conflicto aplicable se 
hará siempre con arreglo a la ley española». En efecto, si el documento 
público español, por reunir unas características especiales, es el vehículo 
formal adecuado para inscribir en el Registro Civil unas capitulaciones 
matrimoniales, se hace necesaria una labor previa de comparación entre 
los requisitos básicos exigidos al documento extranjero para gozar de ese 
mismo valor público en su propio Ordenamiento. Sólo cuando el docu-
mento extranjero reúna los requisitos o presupuestos mínimos imprescin-
dibles que caracterizan al documento público español, es cuando podrá 
sostenerse que aquél resulta apropiado para permitir la inscripción en el 
Registro Civil del convenio capitular en el mismo contenido, de acuerdo 
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con lo que se ha venido a denominar en la doctrina como equivalencia de 
las formas.

Desde este punto de vista debe afirmarse que el documento público 
español alcanza este valor cuando en él concurren las exigencias básicas 
siguientes: a) que haya sido autorizado «por un Notario o empleado 
público competente» (artículo 1216 del Código Civil), es decir, que el fun-
cionario autorizante sea el titular de la función pública de dar fe, bien en 
la esfera judicial, bien en la esfera extrajudicial; b) que se hayan obser-
vado «las solemnidades requeridas por la Ley» (artículo 1216 del Código 
Civil), lo que se traduce en el cumplimiento de las formalidades exigidas 
para cada categoría de documento público, las cuales, cuando se trata de 
documentar públicamente un acto extrajudicial, son sustancialmente la 
necesidad de la identificación suficiente del otorgante del acto o contrato 
(fe de conocimiento o juicio de identidad) y la apreciación por el autori-
zante de la capacidad del otorgante (juicio de capacidad).

Si se confrontan, pues, los requisitos básicos indicados con el docu-
mento pakistaní calificado, se observará que éste debe ser rechazado del 
Registro Civil español, por no llenar el citado documento los requisitos 
antes mencionados, pues el mismo carece por completo del juicio de 
capacidad de los otorgantes, y aún la fe de conocimiento o juicio de iden-
tidad, que podría inducirse del hecho de la intervención notarial, no queda 
exteriorizado de forma expresa y autónoma. En consecuencia no puede 
sostenerse que la intervención del notario pakistaní puede ser conside-
rada equivalente a la del notario español a los efectos de certificar de 
forma fehaciente el consentimiento prestado por los cónyuges al conte-
nido de las capitulaciones y de probar la capacidad de los mismos, por lo 
que ha de confirmarse el criterio calificador de la Encargada, quien con-
cluye que no se ha dado cumplimiento a la exigencia de forma «ad solem-
nitatem» que impone el artículo 1327 del Código civil al establecer el 
requisito de la escritura pública para la validez de las capitulaciones 
matrimoniales y para su acceso al Registro Civil español (cfr. art. 77 
L.R.C.). A lo anterior ha de añadirse que el documento extranjero califi-
cado ni siquiera puede ser considerado como fehaciente o auténtico (cfr. 
arts. 27 L.R.C. y 81 R.R.C.) al no haber sido legalizado, ni apostillado con 
arreglo al Convenio de La Haya, que como requisito supletorio de la lega-
lización de los documentos autorizados por funcionario extranjero exigen 
como garantía de su autenticidad los artículos 88 y 90 del Reglamento del 
Registro Civil, al asegurar la legitimidad de la firma y del cargo del notario 
autorizante.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la calificación recurrida.

Madrid, 23 de noviembre de 2006.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 6575 RESOLUCIÓN de 21 de febrero de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por doña Candelaria Alonso Melian, contra la 
negativa del registrador de la propiedad n.º 1, de Santa 
Cruz de Tenerife, a inscribir una sentencia.

En el recurso interpuesto por doña María del Pilar Fernández de Misa 
Cabrera, en nombre y representación de doña Candelaria Alonso Melian, 
contra la negativa del Registrador de la Propiedad número uno de Santa 
Cruz de Tenerife, don Santiago Aliaga Montilla, a inscribir una Sentencia 
en procedimiento seguido contra desconocidos herederos de don San-
tiago Sanjuán López y fundación «Francisca López Manjón».

Hechos

I

Por Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia número 5 
de Santa Cruz de Tenerife, siendo parte demandante doña Candelaria 
Alonso Melian, y parte demandada desconocidos herederos de don San-
tiago Sanjuán López y Fundación «Francisca López Manjón», se declaró 
que la actora es propietaria de la finca inscrita en el Registro de la Propie-
dad número uno de Santa Cruz de Tenerife, al folio 181, Libro 435, regis-
tral número 31.366.

II

Presentada la indicada Sentencia en el Registro de la Propiedad 
número uno de Santa Cruz de Tenerife fue calificada de la siguiente 
forma: «Hechos.–A las diez horas y cuarenta minutos del día 21 de julio 
último, bajo el asiento 571 del diario 177, se presenta en este Registro, 
Testimonio de Sentencia firme expedido por el Juzgado de Primera Ins-

tancia número cinco de Santa Cruz de Tenerife, Autos de juicio ordinario 
número 776/2005, 2. Calificado el documento reseñado por el Registra-
dor que suscribe, se han apreciado algunos defectos que impiden la ins-
cripción del mismo, en base a los siguientes Fundamentos de derecho: 
1. Con arreglo al artículo 18 de la Ley Hipotecaria, este Registrador ha 
calificado bajo su responsabilidad el título presentado, así como la capa-
cidad de los otorgantes y la validez de los actos dispositivos, por lo que 
resulta del mismo y de los asientos de este Registro; 2. Es preciso, dado 
que estamos ante un procedimiento dictado contra los herederos desco-
nocidos declarados en rebeldía procesal del titular registral, lo siguiente: 
a) En los presentes autos el procedimiento va dirigido contra herederos 
desconocidos de don Santiago Sanjuán López y Fundación Francisca 
López Manjón, sin que esto suponga el emplazamiento de la masa heredi-
taria aún no aceptada del titular registral ya fallecido, al no constar que se 
haya seguido el procedimiento legalmente establecido al efecto que prevé 
la adopción por el Juez de las disposiciones procedentes sobre la seguri-
dad y administración de la herencia, en espera de un heredero definitivo, 
designando un administrador que le represente con quién sustanciar 
entretanto el procedimiento. El Registrador ha de comprobar siempre que 
el titular registral afectado por el acto inscribible, cuando no conste su 
consentimiento auténtico, haya sido parte, o, si no, haya tenido, al menos, 
legalmente la posibilidad de intervención en el procedimiento determi-
nante del asiento, y, al no tratarse de una eventual tramitación defectuosa, 
que no compete al Registrador calificar, sino de una inadecuación entre la 
resolución recaída y el procedimiento legalmente previsto, incongruencia 
entre resolución y procedimiento que sí es materia a la que alcanza la 
potestad de calificación registral según el artículo 100 del Reglamento 
Hipotecario. Son aplicables los artículos 6.4, 7.5, 540, 790.1, 791.2.2, 797 
y 798 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, Resolución de 27 de octubre de 2003 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado; b) Al encon-
trarse declarados en situación de rebeldía procesal, es preciso que se acre-
dite que se han guardado los plazos señalados en el artículo 502.2 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, sin que se haya ejercitado acción de rescisión 
alguna; 3. Por no cumplirse los requisitos exigidos por el artículo 51.9 del 
Reglamento Hipotecario, en cuanto a la parte adquirente; 4. Por no 
constar el estado de cargas y situación arrendaticia de la finca. Artícu-
los 9, 18, 21 de la Ley Hipotecaria y 25 de la Ley de Arrendamientos Urba-
nos. Teniendo en cuenta los citados hechos y fundamentos de derecho, 
acuerdo: 1. Suspender la inscripción del precedente documento, no 
practicándose anotación de suspensión por no haber sido solicitada 
expresamente; 2. Notifíquese al presentante y al funcionario autorizante 
del título calificado en el plazo máximo de diez días. Esta suspensión 
conlleva la prórroga del asiento de presentación por plazo de sesenta días 
contados desde la última de dichas notificaciones; 3. Contra esta califi-
cación negativa cabe: a) Recurrir potestativamente ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado en el plazo de un mes desde la 
notificación en la forma y según los trámites previstos en los artículos 322 
y siguientes de la Ley Hipotecaria o instar la aplicación del cuadro de 
sustituciones previsto en el artículo 275 bis de la Ley Hipotecaria; b) O 
ser impugnada directamente en el plazo de dos meses ante los juzgados 
de la capital de la provincia a la que pertenezca el lugar en que esté 
situado el inmueble, siendo de aplicación las normas del juicio verbal y 
observándose, en la medida en que le sean aplicables, las disposiciones 
contenidas en el artículo 328 de la Ley Hipotecaria. Santa Cruz de Tene-
rife, a 14 de agosto del año 2006. El Registrador».

III

Doña María del Pilar Fernández de Misa Cabrera, en nombre y repre-
sentación de doña Candelaria Alonso Melian, interpuso recurso, expo-
niendo resumidamente: «1. Por lo que afecta a la objeción del Funda-
mento de Derecho Segundo de la resolución que se recurre, hay que decir 
que los herederos desconocidos de D. Santiago Sanjuán López y la Funda-
ción Francisca López Manjón, ésta última no existe según la certificación 
aportada con el escrito de demanda y que se adjunta ahora por fotocopia, 
ni tampoco los primeros, fueron en su día emplazados mediante la publi-
cación de edictos en el Boletín Oficial de la Provincia y en el periódico El 
Día, cuyas fotocopias se acompañan, pero además su derecho ha pres-
crito. 2. El procedimiento Ordinario del que dimana la sentencia, ha sido 
seguido con todas las prevenciones legales, y se ha dirigido contra la 
supuesta masa hereditaria y esos presuntos herederos, y hemos acredi-
tado que el titular registral falleció hace más de veinte años, luego ¿Cómo 
va a aceptar el titular registral o la supuesta masa hereditaria inexistente? 
El juez ha seguido un procedimiento con todas las garantías legales, 
habiendo sido citados y emplazados a través del Boletín Oficial de la Pro-
vincia, y publicada asimismo la Sentencia recaída. Por tanto no existe 
inconveniente alguno para proceder a la inscripción registral de la senten-
cia Firme y del auto que ordena la inscripción y por tanto la facultad de 
inscripción del Registrador es adecuada conforme a la Ley de Enjuicia-
miento Civil; 3. Los artículos que cita el Registrador en su resolución 
han sido todos tenidos en cuenta en el procedimiento ordinario y a través 


